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DEMANDA DE CALUMNIA. 

En la tarde del 19 del actual tuvo efecto el 
acto conciliatorio á que fuimos demandados por 
el director de L a Constitución . 

No hubo avenencia, y se comprende bien. 
Nuestro colega nos exigia la retractación com­

pleta de dos sueltos publicados en el número 12 
de EL CORREO DE LAS ANTILLAS, y nosotros no 
podíamos hacerlo sin faltar á las prescripciones 
de nuestra conciencia y sin inhabilitar moralmen-
te al periódico en que escribimos para continuar 
con decisión y energía la campaña emprendida 
contra los enemigos, embozados ó descubiertos, 
de la integridad nacional. 

Si solo se tratase de la personalidad del que 
suscribe estas lineas, acaso se hubiera prestado á 
una avenencia que podia mortificar algún tanto su 
amor propio, pero contribuia á que no se ventila­
ran ante los tribunales cuestiones de que debe ha­
cerse juez á la opinión pública por medio de no­
bles y razonadas controversias. Pero cuando están 
en peligro los más altos intereses, poco vale una 
individualidad, y bien puede esta sacrificarse en 
aras de la patria contra la cual se conspira, no ya 
en los campos de Cuba, donde se vence á los re­
beldes con las bayonetas de nuestros soldados y 
el patriotismo de los Voluntarios, sino en la corte 
de España, donde más temibles enemigos se cu­
bren con máscara de libertad para engañar al pais 
y se llaman revolucionarios para tener influencia 
en las regiones oficiales. 

No habiendo resultado avenencia en el juicio, 
sin embargo de que dejamos á salvo la honra y 
las intenciones de los redactores de L a Consti­
tución, este periódico publicó pocas horas des­
pués un arrogante suelto declarando que estaba 
decidido á entablar enérgicamente la acción cri­
minal contra el autor de los párrafos denunciados. 

Sentimos que la cuestión se haya colocado en 

este terreno, al cual nunca nosotros hubiéramos 
acudido; pero debemos á nuestra vez declarar 
que, al defender la bandera de la patria contra 
toda clase de entidades y personalidades políti­
cas, comprendíamos la posibilidad de quedar es­
puestos á contraer alguna responsabilidad perso­
nal ó jurídica, y nos decidimos á arrostrarla sin 
jactancia, pero con fé en la santidad de nuestra 
causa. No es, por tanto, fácil que nos asusten 
amenazas de ningún género. 

En cuanto á la demanda interpuesta contra 
nosotros por L a Constitución , estamos comple­
tamente tranquilos. 

La cuestión se va á ventilar ante los tribuna­
les, y abrigamos la confianza de que SEREMOS 
ABSUELTOS. 

M. BAUTISTA, 

APLICACION DE L A LEY HIPOTECARIA A ULTRAMAR. 

La administración general de Ultramar, desde 
que se creó el ministerio del ramo y no bien se 
comenzó á dictar disposiciones que rigiesen en las 
colonias durante el mando de los señores Concha 
y Permanyer, tuvo por principal distintivo la asi­
milación del régimen ultramarino al anteriormen­
te consignado en leyes y reglamentos para la Pe­
nínsula. Se ha sostenido por muchos, hasta que 
se publicó la Constitución de 1869, que el rey de 
España seguía siendo absoluto en Ultramar, toda 
vez que no se necesitaban verdaderas leyes en la 
acepción constitucional de esta palabra para in­
troducir las que se crgyeren convenientes en la 
Administración ultramarina. La Recopilación de 
Indias, antiguo Código que sirvió durante siglos 
á los vireinatos americanos, y aun se conserva en 
parte en las modernas repúblicas, se halla vigen­
te en Filipinas y en Cuba y en Puerto-Rico, en 
cuanto disposiciones posteriores no la han dero­
gado. Pero como han variado tanto las circuns­
tancias; como la administración se ha desarrolla­
do y adquirido un carácter científico que antes no 
se le reconocía; como se han opuesto sistemas á 
sistemas, y aun está el litigio en sustanciacion 
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respecto á muchas cuestiones, ha sido preciso re­
formar el precepto legal para que no encuentre 
dificultades su cumplimiento. En una de nuestras 
Constituciones se consignó un artículo, expresan­
do que las provincias de Ultramar se regirían por 
leyes especiales: si esto se referia á la Eecopila-
eion citada, no habia necesidad de decirlo; si se 
referia á nuevos preceptos reunidos en un cuerpo 
legal, esta promesa no se cumplió por nuestros 
gobernantes, que solo por reglamentos j decretos 
aislados trataron de reformar cuanto creian digno 
de inmediata reforma. 

Andando el tiempo, se congregó en Madrid una 
Junta, compuesta de personas notables y expertas 
en el gobierno de Ultramar para que propusiesen 
las innovaciones con pleno conocimiento de aque­
llos paises y de sus más perentorias necesidades. 
Obedecía este acuerdo, ya á la necesidad de algu­
nas reformas, ya á la muy acreditada teoría de 
los que sostenían que era absolutamente indispen­
sable una madura deliberación antes de llegar á 
las conclusiones que más acertadas pareciesen. 
Publicáronse los trabajos de la comisión: muchos 
y muy importantes datos sobre los asuntos de Ul­
tramar se ofrecieron á la consideración de nues­
tros gobernantes: el señor general Zabala, minis­
tro de Estado, presentó por primera vez al exámen 
de la Representación nacional los presupuestos 
de la isla de Cuba, y la administración del gene­
ral O'Donnell fundó los Consejos de Administra­
ción y gobiernos civiles, con el ánimo de armoni­
zar cada vez más las instituciones coloniales á las 
conocidas en la metrópoli. 

La revolución de Setiembre se ocupó también 
con especial predilección de las reformas ultrama­
rinas: á las veces se continuó este sistema de len­
ta asimilación, y las más se plantearon las refor­
mas en el sentido más radical, abrazando todos 
los ramos de la Administración pública, desde la 
instrucción pública en Filipinas, hasta la escla­
vitud en Cuba. Quedaban todavía las institucio­
nes del derecho civil sin recibir el sello de las re­
formas, acaso porque la población indígena, mez­
clada á la criolla y á la peninsular, y á razas im­
portadas de otros climas, que habían de civilizar­
se con nuestro trato, desde los negros hasta los 
chinoŝ  oponía grandes dificultades á los planes 
del gobierno español. El obstáculo era verdadera­
mente digno de estudio. El alto que debía hacer­
se en las reformas estaba suficientemente justifi­
cado por tal circunstancia; sin embargo, no dejó 
de hacerse alguna innovación, ya sometiendo 
nuestro Código penal al exámen de una Comisión 
de ilustrados jurisconsultos, que procurasen ar­
monizar sus preceptos con las necesidades y con­
dición social de las colonias, ya adoptando desde 
luego determinadas modificaciones en la ley de 
Enjuiciamiento civil, y declarándola vigente des­

pués de reformada. A pesar de todo, la organiza­
ción judicial siguió presentando una fisonomía 
completamente distinta de la que presentaba en 
la Península, y, lo que era más de sentir, las 
provincias ultramarinas carecieron desde entónces 
hasta hoy de los perfeccionamientos que al dere­
cho civil ha proporcionado el concienzudo estudio 
de la materia hipotecaria. 

El derecho civil es aquella rama de la ciencia 
jurídica que sigue de más cerca el curso de las 
vicisitudes de los pueblos, á pesar de ser la más 
apegada á la tradición, hasta el extremo de con­
servarse íntegra, representando la constitución 
íntima de las naciones en la propiedad y en la fa­
milia, mientras pasan con gran rapidez de un 
sistema el más opuesto, la administración y la 
política. Luchaban, por lo que atañe á la materia 
hipotecaria, dos contrarios sistemas en el campo 
de la ciencia: libróse la batalla y venció el que 
se consigna en nuestra ley; pero si es ventajoso, 
el gobierno, al no procurar hacer partícipes de 
este beneficio á las provincias ultramarinas, cuan­
do ya lo eran entre nosotros los países de fuero, 
daba á entender que no miraba con la solicitud 
debida los intereses de aquellas regiones, que en 
la agricultura y en la propiedad contaban con 
poco explotados y casi inexhaustos veneros de r i­
queza. El nombramiento de una comisión que te­
niendo presentes las circunstancias especiales de 
localidad propusiese las más justas medidas por 
un procedimiento análogo al que se empleó para 
la aplicación del Código penal, hubiera sido en 
nuestro concepto un medio excelente para resol­
ver con criterio de justicia y buena administra­
ción la cuestión de que se trata, y todavía es 
tiempo de intentar la reforma en este sentido, 
aunque llevándola con la lentitud que procede 
emplear en tan importante asunto y con la que 
aconsejan las mismas vicisitudes y continuas re­
formas que en la Península ha sufrido la ley hipo­
tecaria, ya para resolver las dudas que la orga­
nización de la propiedad en ciertas provincias sus­
citaba, ya para someter la ley entera á una nue­
va revisión, que probablemente no será de mucha 
duración, ni la última ni definitiva. 

Habiendo pasado al ministerio de Ultramar el 
Sr. Mosquera, antiguo director de los Registros 
civil y de la propiedad y del notariado, creemos 
que bastará esta indicación, dadas las particula­
res circunstancias del señor ministro, para que 
fije su atención en el asunto que le recomenda­
mos, y para que, siempre con la debida reflexión, 
se proporcionen los beneficios de las nuevas leyes 
de la Península á las colonias que mejor dispues­
tas se encuentren á utilizarlos, porque si bien 
creemos de nuestro deber indicar lo que el articu­
lo consigna, sabemos por otras cuestiones análo­
gas que hay diferencias esencialísimas de colonia 
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á colonia, y en algunas tales dificultades, que sin 
una muy lenta preparación no es posible hacer 
partícipes de nuestras mejores leyes á los que 
allende los mares habitan en provincias españolas 

AHTONIO BALBIK DE UNQUERA.. 

LA ADMINÍSTRACiGN D E L « E R A L S A M 
E N P U E R T O - R I C O . 

V. 
Tocaba su vez al importante ramo de los presu­

puestos municipales de la isla, á que habia tam­
bién alcanzado, como es de suponer, el descon­
cierto y desquiciamiento que el general Sanz re­
cogiera como triste legado de pasadas administra­
ciones 

Los presupuestos municipales, pues, son la 
base, el primer elemento de una administración 
local bien ordenada, y la contabilidad aneja á los 
mismos, conduce á la justificación de todos los 
créditos invertidos y servicios realizados. Así es 
que, aquella celosa autoridad, atenta á tan inmu­
tables principios, hizo un profundo estudio de esos 
importantes ramos; descubrió los vicios de que 
adolecían, y modelando una serie de formularios 
en consonancia con los sistemas peninsulares que 
estaban rigiendo, logró dar forma, conjunto y 
método bastantes para perpetuar sin tropiezo al­
guno una marcha ordenada, legal y uniforme que 
viene introduciéndose desde el ejercicio económico 
de 1869-70. Pero hizo más. Efecto, por un lado, del 
abandono en que la administración local estaba, 
y por otro, de la indiferencia de los pueblos rura­
les hácia los intereses comunes, ya por las per­
turbaciones de la política, ya porque muchos se 
ocupaban exclusivamente, entregados á sus pro 
pias fuerzas, en proveer á su subsistencia, ame­
nazada por las destrucciones de recientes hura­
canes y terremotos, ello es que en los más de los 
pueblos no se habían formulado presupuestos cor­
respondientes al ejercicio de 1868-69, mientras 
que se realizaron muchos servicios de imperiosa 
necesidad, debidamente justificados, pero care­
ciendo de las fórmulas y prácticas que aconseja la 
ciencia administrativa para legitimarlos y auto­
rizarlos; por lo cual hubo de ordenarse la redac­
ción de los presupuestos que faltaban, dándoles la 
nueva forma adoptada y aprobándolos juntamente 
con los del año económico mencionado de 1869-70, 
que ofrecen, dicho sea de paso, un curioso estudio 
de previsión provechosa para cualquiera autoridad 
cuya gestión administrativa pueda tropezar con 
los erizados peligros que asaltaron á la de Puer­
to-Rico, de que nos venimos ocupando. 

Esos presupuestos, cuyas elevadas cifras les da­
ban un carácter oneroso en la apariencia, lleva­

ron, no obstante, la nutricioa, el alimento, que im­
periosamente reclamaba el lamentable estado del 
cuerpo municipal; y todo esto logrado con sola la 
supresión de ciertas trabas que los pueblos apenas 
resistían dentro de su propia é individual miseria; 
trabas que provenían de las disposiciones vigen­
tes en materias de propios, arbitrios, contabilidad 
municipal y atribuciones de los ayuntamientos. 

Muy luego se recogieron los apetecidos frutos 
de un pensamiento económico, que seguramente 
hace honor al más hábil estadista. Ese pensamien­
to está cuidadosamente desarrollado en una série 
de circulares que acabamos de registrar en las 
Qacetas oficiales de Puerto-Rico, correspondientes 
á las fechas de 20 de febrero, 31 de Marzo, 14 de 
Abril, 24 de Junio, 7, 20, 26 y 27 de Agosto, 14 
y 29 de Setiembre de 1869, y la de 14 de Febrero 
del siguiente, 1870. El resumen de los presupues­
tos ordinarios y adicionales de los expresados dos 
años, que también ha sido publicado y tenemos á 
la vista, presenta cubiertos los déficits de UUQS y 
otros; pasmoso resultado que solo puede obtener­
se en tránsitos normales, y fuera de estos perío­
dos por el supremo esfue?zo que la voz simpáti­
ca de una autoridad prudente arranca del patrio­
tismo de los vecinos acaudalados, que, como los 
de la isla de Puerto-Ricó, hicieron donativos vo­
luntarios para vencer una crisis económica, para 
conjurar los males de una situación deplorable. 

Así solamente se comprenden estos milagrosos 
resultados. Suavizar la fórmula ensanchando el 
círculo de los recursos dentro de las necesidades 
procomunales. Identificar á las clases pudientes 
con estas mismas necesidades y con las aspira­
ciones de una autoridad, justa,[conciliadora y ex­
pansiva. Armonizar todos los intereses y llevar­
los unidos al amparo y protección del orden; este 
es el desiderátum que se propuso el general Sanz, 
y que ha realizado sin muchas contrariedades, aun 
dentro del equitativo y prudente ejercicio de las 
facultades que la ley le atribuía. 

Otro ramo, acaso el más importante y trascen­
dental de cuantos están encomendados á la acción 
administrativa, el ramo de Instrucción pública, ha 
sido también objeto preferente de las vigilias del 
general Sauz en Puerto-Rico. Un informe sobre 
el particular que existe en el Ministerio de Ultra­
mar, y ha evacuado aquella celosa autoridad con 
fecha 14 de Marzo de 1870, registra curiosos da­
tos, así respecto al estado vicioso de ese ramo, 
como á los medios de perfeccionarlo en lo posible, 
estableciendo reglas y principios que, desarrolla­
dos paulatina y metódicamente, permitirán des­
arraigar ciertos gérmenes, muy perniciosos, que 
han contribuido, sin género alguno de duda, á 
dar extensión y fanatismo á la idea separatista 
que allí predomina. 

Limitándonos á la simple enunciación de las 


